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PEREIRA - RISARALDA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, noviembre doce de dos mil nueve. 

Acta número 0067 de noviembre 12 de 2009 

Hora: once y cincuenta de la mañana (11:50 a.m.)
TEMAS: Subrogación pensional, sector público. El ordenamiento  vigente para los trabajadores del sector oficial antes de entrar a regir la Ley 100 de 1993, no contempló la imperiosa obligación a cargo de los empleadores de realizar cotizaciones a cajas o entidades de la seguridad social, de ahí, entonces, que cuando el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, alude a los aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social o de las que hagan sus veces, se está refiriendo, entre otros, a los empleadores no cotizantes.
 Régimen de transición. Cuando por virtud del fenómeno transitivo sería del caso aplicar como puente legislativo y con efectos ultraactivos una disposición legal expedida con anterioridad a la ley 100 de 1993, la acogida por el beneficiario es la que corresponde al texto preexistente a tal hito legal, y no la parte reglamentada con posterioridad al 1º de abril de 1994.
Emisión de bono pensional para el reconocimiento a cargo de ISS. Como la última afiliación al ISS se realizó con posterioridad a la entrada en rigor de la ley 100 de 1993, el reconocimiento pensional será de cargo del ISS, surgiendo para la entidad de previsión respectiva o la que haga sus veces la obligación de emitir el bono pensional.
Intereses moratorios. Salvamento parcial de voto. Tanto los pensionados antes como después de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, se hallan incorporados al sistema general de pensiones diseñado por ésta, salvo los sometidos a los regimenes exceptuados, por ende, los intereses de que trata el artículo 141 de la nueva ley de la seguridad social se extiende a los acogidos por el régimen de transición.
En la fecha y hora señalada, se da inicio a la audiencia pública,  en orden a surtir el grado jurisdiccional de consulta, respecto de la sentencia proferida por la señora Jueza Tercera  Laboral de Circuito de Pereira, Risaralda, el doce de junio último, en el proceso ordinario que por conducto de mandatario judicial promoviera la señora MARÍA LISSIE URIBE CARVAJAL en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.  

En sesión, a la cual no asistió el Magistrado HERNÁN MEJÍA URIBE, por habérsele aceptado, previamente, impedimento para actuar en estas diligencias, la Sala constituida por sus restantes miembros discutió y aprobó el proyecto que presentó el Magistrado Ponente, el que se hizo constar en el acta de la referencia, correspondiendo al siguiente tenor:

FALLO   

Con la asesoría de un profesional en Derecho, la gestora del litigio solicita se declare que le asiste derecho al reconocimiento y pago de la pensión de jubilación por aportes, así como las mesadas dejadas de percibir desde la fecha en que arribó al status de pensionada en adelante, más los intereses moratorios a la tasa que certifique la superbancaria desde la fecha en que se hicieron exigibles y hasta cuando se verifique el pago y las costas procesales.     

Fundamenta tales pretensiones, en los hechos que a continuación se resumen:

La actora del litigio solicitó ante el ISS el reconocimiento de su pensión de vejez por considerar que había cumplido los requisitos de edad y tiempo de servicios para acceder a tal prestación; mediante Resolución No. 7346 del 29 de noviembre de 2005 le fue negada la pensión de vejez con el argumento de no estar cobijada por el régimen de transición y tampoco reunir los requisitos de que trata la Ley 33 de 1985 y menos aún los del artículo 9 de la Ley 797 de 2003; posteriormente  solicitó la reactivación del expediente, pidiendo el pago de la pensión de conformidad con la Ley 71 de 1988, siendo nuevamente negada esa petición, sin fundamento alguno, pues el tiempo servido en el IDEMA debe ser computado por la entidad demandada. 

Admitida la demanda por medio de auto el 4 de noviembre de 2008, se ordenó correr el traslado a la entidad demandada, la que notificada de manera personal y a través de procurador judicial, respondió el libelo demandatorio indicando que aceptaba como ciertos los hechos primero, segundo, tercero, cuarto, séptimo y décimo noveno afirmando que los demás no son hechos sino que corresponden a apreciaciones jurídicas de la parte actora; se opuso a las pretensiones, indicando que la demandante no reúne los requisitos exigidos por la Ley para acceder a la prestación solicitada. Formuló finalmente, las excepciones que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Falta de causa”, “Imposibilidad de cobrar intereses de mora e inexistencia de mora en el pago de la pensión” y “Prescripción”.    

Seguidamente se citó a las partes para celebrar la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral y de la Seguridad Social, en la que se declaró clausurada la fase conciliatoria por ausencia de ánimo de la parte demandada; se corrió traslado de las excepciones, de las cuales no se hizo pronunciamiento alguno; se fijó el litigio y se decretaron las pruebas, las que fueron evacuadas en su totalidad. 

A continuación se emitió fallo por parte de la Jueza A quo, la que estableció que con respecto al tiempo de servicios sufragados en cualquier tiempo y acumulados tanto en el sector público como el privado deben ser igual a 20 años de servicio o su equivalente a 1.028 semanas de cotizaciones; es así como la falladora verificó que la gestora del litigio laboró en entidades oficiales por más de 15 años reportando un total de 1696 días que, sumados en su totalidad arrojaron una cifra de 7.299 días, de acuerdo a su equivalente en semanas representaría un total de 1.042.7142; sumatoria que permitió aseverar sin dificultad alguna que se satisfació  esa exigencia del tiempo de servicios; sin embargo advirtió la dispensadora de justicia, que la actora  laboró en el sector público en el Instituto de Mercadeo Agropecuario -IDEMA- creado como un establecimiento público por el Decreto 2420 de 1968, transformándose después  por medio del Decreto 133 de 1976 en una Empresa Industrial y Comercial del Estado, adscrita al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, entidad que no sufragó los aportes correspondientes para pensión a ninguna de las cajas de previsión que existían en el país y tampoco se afilió al ISS, así que ella no delegó en entidad alguna el pago de las pensiones que se pudieran generar a favor de sus trabajadores y por ello las asumía directamente a través del Ministerio y, eso se acredita con la misma certificación que de tiempo de servicios se expidió y que informa que es el Ministerio quien se hace cargo de todas las pensiones, de manera directa, razón suficiente para entender que esta entidad no permitió que ese tiempo fuera computado para efectos de acumular los aportes requeridos por la Ley 71 de 1988 y permitir el reconocimiento de la pensión de vejez por acumulación de aportes. En consecuencia esos 475 días que fueron laborados al IDEMA tenían que ser descontados del contero general, razón por la cual queda un total de 6.825 días correspondientes a los 1696 días cotizados al ISS y 5.129 días laborados en el sector público que fueron aportados a CAJANAL, días que representan un total de 975 semanas que no alcanzan a superar el mínimo exigido por la ley.  

Teniendo en cuenta que la decisión fue desfavorable para la accionante y no fue recurrida se dispuso el grado jurisdiccional de consulta ante esta Sala Laboral del Tribunal Superior, por lo que se remitieron las diligencias a esta Corporación, donde se dispuso el trámite propio de la instancia.

Se dispone la Sala a resolver lo que corresponda, con base en las siguientes, 

CONSIDERACIONES
Competencia.

En virtud de los factores territorial y funcional, esta Sala resulta competente para resolver el presente grado jurisdiccional de consulta, más cuando la decisión proferida en primera instancia resultara adversa a los intereses de su proponente –art. 69 C.P.L.S.S-.

Los denominados por la doctrina presupuestos procesales: juez competente, demanda en forma, capacidad de parte y capacidad para comparecer a juicio- concurren medianamente en esta actuación, no militan, por otra parte, vicios que obliguen a sanearlos o a decretar de oficio la nulidad, en su caso –art. 145 C.P.C-.

Problema jurídico.

Cumple a esta Colegiatura determinar si: ¿antes de la Ley 100 de 1993, los empleadores del sector público se hallaban en el deber de subrogar el derecho pensional de sus asalariados en una entidad o caja de previsión social, a través de aportes a estos organismos, de tal suerte que de incumplir este deber sus trabajadores no serían beneficiarios de la pensión a términos del artículo 7º de la Ley 71 de 1988?.
Tal posibilidad, es menester afirmarlo de una vez no fue contemplada en la normativa precedente a la ley 100 de 1993, para los trabajadores del sector oficial, pues, como lo recuerda el máximo órgano de la jurisdiccional en la especialidad laboral, para estos servidores:

 “no se previó, como en el sector particular, un principio de transitoriedad del régimen pensional a cargo del empleador para derivar en la asunción total del riesgo por el seguro, sino que por el contrario subsistieron estatutos especiales que no contemplaban tal asunción (…) sin perjuicio de que los trabajadores oficiales pudieran ser afiliados al I.S.S. conforme lo autorizó el régimen de éste (...)”
.
Pronunciamiento similar realizó la alta Corporación, en sentencia del 10 de agosto de 2000, radicación 14163, cuando explicó:

“(...)en vigencia de la normatividad precedente a la ley 100 de 1993, la cual rige para el asunto bajo examen, tratándose de trabajadores oficiales no son aplicables las mismas reglas dirigidas a los particulares, a propósito de la asunción del riesgo de vejez por el ISS, pues si bien los reglamentos del Instituto autorizaban la afiliación de servidores públicos vinculados por contrato de trabajo, no se previó en el estatuto pensional de estos (Ver por ejemplo los Decretos 3135 de 1968, el Reglamentario 1848 de 1969 y la Ley 33 de 1985) que el sistema del Seguro reemplazara absolutamente su régimen jubilatorio, como sí aconteció para los particulares en el artículo 259 del C. S. T, y no se contempló por consiguiente una transición del uno al otro, de forma que este régimen jubilatorio subsistió a pesar de la afiliación de los empleados al ISS y, forzosamente, en estos términos, la coexistencia de sistemas debe armonizarse con arreglo a los principios de la Seguridad Social (…)
. 

Caso Concreto. 

I- La jueza singular de la instancia precedente, tras aseverar que Uribe Carvajal laboró en entidades oficiales por más de 15 años -5.603 días-, habiendo cotizado también al ISS -1696 días-, esto es, un total de 7299 días, lo que representarían 1.042,7142 semanas, colmándose en principio las correspondientes a 20 años de servicios –L. 71 de 1988 art. 7º-, añadió:

“ (…) Sin embargo, esa no puede ser la decisión toda vez que en el sector público laboró para la entidad denominada IDEMA (…) entidad que lamentablemente no sufragó los aportes correspondientes para pensión a ninguna de las cajas de previsión (…) y tampoco se afilió al ISS, así que ella no delegó en entidad alguna el pago de las pensiones (…) y por ello las asumía directamente a través del Ministerio (…) razón suficiente para entender que esta entidad no permite que ese tiempo sea computado para efectos de acumular los aportes requeridos por la Ley 71 de 1988 y permitir el reconocimiento de la pensión de vejez por acumulación de aportes (…) lamentablemente esos 475 días que fueron laborados al IDEMA tienen que ser descontados (…) queda un total de 6825 días correspondientes a los 1696 cotizados al ISS y 5.129 días laborados en el sector público que fueron aportados a CAJANAL (…) que representan un total de 975 semanas que no alcanzan a superar el mínimo exigido por la Ley 71 de 1988 (…)” –fls. 172-173. 
II- A su turno el ente accionado en la primera resolución proferida a propósito del pedimento de la parte actora – No. 7346 del 29 de noviembre de 2005-, negó éste como quiera que:
“(…) las cotizaciones efectuadas al Régimen de Servidores Públicos por parte de la REGISTRADURÍA NACIONAL, IDEMA, ALCALDÍA DE MANIZALES e INURBE, no es posible acreditarlas para el cumplimiento de las 500 semanas que establece el Decreto 758 de 1990 (…) tampoco reúne los requisitos establecidos en el artículo 9 de la Ley 797 de 2003 (…) norma que permite acumular tiempos de servicio como servidor público remunerado y el tiempo cotizado al ISS (…)” –fls. 8 y 9-.
En la segunda resolución –No. 4186 del 2 de mayo de 2007, el instituto demandado, asevera que la peticionaria al 31 de Marzo de 1994 figuraba con última afiliación al ISS y que por ende, era pertinente tomar en cuenta  lo establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993:

“(…) pero revisado el reporte de semanas cotizadas al ISS, se concluye que la peticionaria no cumple con el número de semanas exigidas por el decreto 758 de 1990 (…) Es posible deducir que el tiempo de servicio prestado al IDEMA, entre el 01 de febrero de 1965 y el 25 de mayo de 1966, no es válido para efectos de la aplicación de la pensión de jubilación por aportes (Ley 71 de 1988, reglamentada por el decreto 2709 de 1994), toda vez que la precitada entidad pública, durante la prestación del servicio, no lo afilió a ninguna entidad de previsión (…) el período cotizado en pensiones al Instituto de Seguros Sociales, (…) a CAJANAL por parte de la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL (y) del INURBE, y (…) a la CAJA DE PREVISIÓN MUNICIPAL DE MANIZALES, es valido para efectos de la aplicación de la Ley 71 de 1988 (…) pero según el conteo de tiempos de servicio, solo acredita un total de 18 años, 11 meses y 15 días (…), tampoco reúne el requisito mínimo de semanas establecido en el artículo 33 de la Ley 100 de 1933 (…) toda vez que solo alcanzo –sic- a acreditar 1042 semanas a enero de 2007 (…)” –fls. 12 a 14-.

En la última resolución –No. 001500 del 10 de septiembre de 2007, el sujeto pasivo de la contención negó nuevamente el pedimento con base en sus reglamentos al exponer que la actora: 
“(…) a la fecha solamente cuenta con 1399 días cotizados al Sistema General de Pensionados administrado por el ISS, equivalente a 199 semanas (…) Que con respecto a la aplicación de la Ley 71 de 1988 (…) debe reiterar que el tiempo de servicio prestado al IDEMA, entre el 01 de febrero de 1965 y el 25 de mayo de 1966, no es válido (…) no afilió al recurrente a ninguna entidad de previsión (…) reiterar que le es aplicable la Ley 797 de 2003 (…) sin embargo el recurrente no reúne el número de semanas exigido por dicha norma (…)” –fls. 17 y 18-.
III- No se somete a controversia alguna la legitimación que al Instituto accionado le incumba para resolver la pretensión aspirada por la demandante, en el evento de que se le computara el tiempo laborado al servicio del IDEMA, período en que estriba, precisamente, el escollo para no resolverse de manera positiva su pedimento, dado que dentro del citado lapso, esta entidad no realizó aportes pensionales a una caja o entidad de seguridad social. 
Por recta vía, tampoco se cuestiona la capacidad legal que ostenta la entidad demandada para aplicar a sus afiliados el régimen de transición, sin interesar las normas a que se tenga que remitir para hacer efectivo dicha transición, menos se ha discutido que precisamente, es la escogencia hecha por Uribe Carvajal en vigencia de la ley 100 de 1993 la que la habilita para que sea el ISS, la entidad encargada de asumir la prestación reclamada.  
En el mismo marco de ideas, tampoco se remite a hesitación el hecho de que para la época en que entró a regir la Ley 100 de 1993 -1º de Abril del año siguiente-, la señora URIBE CARVAJAL, frisaba en los 51 años de edad, por ende, era beneficiaria con creces del régimen de transición –art. 36 L. 100/93-, no obstante la discordancia que ofrecen los datos acerca de la fecha de nacimiento, al confrontarse la cédula de ciudadanía con el registro civil de nacimiento –fls. 162 y 164-. Anotándose, además, que a la entrada en vigencia del nuevo estatuto de la seguridad social, no se acreditó que la demandante se hallaba laborando o cotizando al sistema de la seguridad social.

IV- Sabido es, entonces, que la señora URIBE CARVAJAL, prestó sus servicios a diferentes entes públicos, por espacio de 15 años, 5 meses y 24 días así: Registraduría del Estado Civil – 7 de diciembre de 1961 al 31 de enero de 1965-, Idema – 1º de febrero de 1965 al 25 de Mayo de 1966-, Municipio de Manizales -21 de julio de 1975 al 15 de enero de 1978-, Inurbe -2 de febrero de 1981 al 10 de septiembre de 1989- (fls. 151 y ss). 
Milita, igualmente, que la actora realizó aportes al ISS con antelación a 1993, entre el 1º de marzo de 1971 al 19 de Octubre de 1974 –fl. 113-luego para el ciclo de 1995-02 –fl. 88- y más tarde desde el 1º de septiembre de 2003 al 28 de abril de 2005 –fls. 59 y 90-, y del 1º de Junio de 2006 al 1º de marzo de 2007 –fl. 87-, totalizando 1729 días, esto es, 4 años, 9 meses y 19 días.

Naturalmente, que siendo la demandante beneficiaria del régimen de transición, le era aplicable como puente legislativo, las disposiciones que regían con anterioridad al 1º de Abril de 1994 a los servidores del sector público, en lo que tiene que ver exclusivamente con la edad de jubilación, tiempo de servicios o cotizados y monto pensional –art. 36 L. 100 de 1993-.     
V- No será preciso realizar muchas disquisiciones al respecto para definir que el estatuto a regir los citados requisitos, es el contemplado en el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, sólo que el ente accionado difiere en que para efectos de la aplicación de tal normativa al sub-lite, no se habrá de tomar en cuenta el tiempo servido por URIBE CARVAJAL al IDEMA, dado que éste no trasladó aportes pensionales a alguna caja o entidad de seguridad social.
Por consiguiente, cumple a esta Colegiatura dilucidar si esa circunstancia esgrimida por el ISS y acogida por la sentenciadora de primer grado, sería suficiente para dar al traste con las pretensiones de la actora, situación que habrá de confrontarse con el ordenamiento legal vigente para los trabajadores del sector oficial antes de entrar a regir la Ley 100 de 1993, que como ya se tuvo ocasión de referir en otra parte de este proveído, no contempló la imperiosa obligación a cargo de los empleadores de tal sector a realizar cotizaciones o aportes pensionales a cajas o entidades de la seguridad social, de manera como sí se consagró expresamente para los del sector privado, cuando se estableció la sustitución de la pensión de jubilación patronal por la de vejez a cargo del ICSS -Ley 90 de 1946, art. 76- y así quedó definido en los términos del art. 259 del C. S. del T, que previó la liberación del patrono respecto de aquellas pensiones.

Naturalmente, que la creación de Cajas de previsión o de entidades  receptoras de tales aportes en el sector oficial, obedecían al señalado propósito, empero, eso no impidió que ante la ausencia de un sistema general de pensiones – el cual se vino a crear con la ley 100 de 1993- y de contera la subrogación pensional en dicho contingente de servidores, diversas eran las situaciones en que se encontraban éstos, fruto de la dispersión institucional y de regimenes pensionales, tal como lo acotara la Sala de casación laboral de la Corte Suprema de Justicia, al destacar las siguientes:
“(…) las de quienes estaban afiliados a una caja de previsión de cualquier orden (…) la de quienes no estaban afiliados a ningún ente de previsión social ni a los seguros sociales y por consiguiente sus pensiones estaban a cargo del empleador directamente y la de aquellos que fueron afiliados a los seguros sociales desde el inicio de la relación de trabajo (…)”
.
Adicionalmente, como atinadamente lo acotó la libelista la ley 2921 de 1948, no desconoció los últimos trabajadores, al disciplinar que: “Cuando la entidad respectiva no tenga establecida su caja o institución de previsión social, la solicitud deberá ser dirigida a dicha entidad, para la tramitación correspondiente (…)”.
VI- De ahí, entonces, que cuando el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, alude a los aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social o de las que hagan sus veces, se está refiriendo con la expresión subrayada, entre otros a los empleadores no cotizantes. Tal expresión se reprodujo en el artículo 4º del decreto 2709 de 1994, -reglamentario de la susodicha ley 71-, empero con un evidente enfrentamiento -en relación con los servidores públicos anteriores a la ley 100 de 1993-, con la norma siguiente que se tituló “tiempo de servicios no computables” y en cuyo contenido se refirió a las “entidades oficiales de todos los órdenes cuyos empleados no aporten al sistema de seguridad social que los protege”  
Sin embargo, es de asumir que cuando por virtud del fenómeno transitivo sería del caso aplicar como puente legislativo y con efectos ultraactivos una disposición legal expedida con anterioridad a la ley 100 de 1993, la acogida por el beneficiario del régimen de transición es la que corresponde al texto preexistente a tal hito legal, y no la parte que con el pretexto de reglamentarla se expidiera con posterioridad al 1º de abril de 1994, como aconteció con el comentado decreto 2709 de este último año. 
Por otra parte, la discusión baja de tono si se tiene en cuenta que el nuevo régimen de la seguridad social contempló dicha acumulación de tiempos laborados tanto en el sector público como en el privado, para efectos de tomarlos en cuenta al momento de liquidarse la pensión. Y extraño resulta que ley 71 de 1988, cuya vigencia había expirado con la entronización de la Ley 100 de 1993 y su sistema general de pensiones, se reglamentara sin embargo en vigencia de ésta.
VII- De consiguiente, el punto no puede descontextualizarse con la responsabilidad en el cubrimiento pensional a cargo del ISS en relación con los servidores públicos a partir del 1º de abril de 1994, conforme a las disposiciones del régimen que se venía aplicando, (i) cuando el trabajador se traslade voluntariamente al ISS, (ii) cuando se ordene la liquidación de la caja, fondo o entidad a la cual se encontraba afiliado o (iii) cuando los servidores públicos beneficiarios del régimen de transición no se encontraban afiliados a alguna caja, fondo o entidad de previsión del sector público con antelación al 1º de abril de 1994, hipótesis todas estas previstas en el art. 8º del Decreto 813 de 1994, reglamentario del art. 36 de la Ley 100 del mismo año.
Posteriormente se expidió el Decreto 1068 de 1995, para los trabajadores territoriales. En este caso como en el anterior, se dispuso que los trabajadores tienen derecho al reconocimiento del bono pensional y en el caso particular del último de los decretos enunciados, se disciplinó en el artículo 5º, que el reconocimiento pensional lo hará la respectiva entidad “una vez le sea entregado el respectivo bono pensional”.
A su turno el Decreto 1748 de 1995, en su precepto 45, dispuso que los empleadores del sector público afiliados al ISS se asimilaban a empleadores del sector privado, y por ende, le serían aplicable el artículo 5º del decreto 813 de 1994, modificado por el artículo 2º del decreto 1160 del mismo año, sin que haya lugar a la expedición del bono pensional tipo B, pues, quienes fueron acogidos por estas disposiciones –que no contemplan la hipótesis de URIBE CARVAJAL
-, son pensionados directamente por el empleador, una vez el asalariado colme los requisitos del régimen que se les venía aplicando, pero continuarán cotizando al ISS hasta que el trabajador cumpla con los requisitos exigidos para el reconocimiento de la pensión de vejez en el régimen de prima media con prestación definida, momento en el cual el ISS procederá a cubrir dicha pensión, quedando a cargo del empleador únicamente el mayor valor, si llegare a presentarse.
VIII- En consecuencia, como la última afiliación al ISS se realizó con posterioridad a la entrada en rigor de la ley 100 de 1993, el reconocimiento pensional será de cargo del ISS, surgiendo para la entidad de previsión respectiva la obligación de emitir el bono pensional
, trámite éste que parece haberse efectuado, incluido el atinente al IDEMA, según se aprecia a folios 94 a 102 y 106 a 111.
Así las cosas, resulta contradictoria la posición del ente demandado cuando desconoce el reconocimiento pensional a la demandante con fundamento en la Ley 71 de 1988, en razón a que el IDEMA no hubiese realizado cotizaciones a caja o entidad de previsión social, pero en cambio, conserva la información que dicho ex empleador suministró para la elaboración del respectivo bono pensional, sin que obre, entonces, excusa que amerita su negativa así tal información no esté suministrada por una entidad de previsión social, lo que significa a las claras que el empleador, en determinadas circunstancias si hace las veces de aquella entidad, en términos del artículo 7º de la Ley 71 de 1988.
IX- Consecuencia de lo discurrido hasta ahora es, entonces, que a la demandante, le asiste el derecho a invocar el régimen de transición y como quiera que antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, la ley 71 de 1988 -la cual permitió la acumulación de aportes en una o varias de las entidades de previsión social o de las que hagan sus veces, como sucedió con la actora-, consagraba a sus beneficiarios la pensión de jubilación bajo la condición de haber acreditado 20 años de aportes sufragados en cualquier tiempo y 55 años de edad o más si es mujer, requisitos que colma URIBE CARVAJAL, dado que sumado los períodos aportados a CAJANAL (incluidos los servicios prestados a: la registraduría nacional del estado civil, instituto de mercadeo agrario idema, municipio de Manizales e Inurbe –fl. 135-) e INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, representan 20 años, 3 meses y 13 días, amén de que no hay duda, que para el menos el 31 de Diciembre de 1997 –fl. 162-, la señor URIBE, frisaba en los 55 años de edad.
Se mandará, por tanto, que la entidad accionada proceda a reconocer a la demandante, la pensión de jubilación bajo los parámetros de la comentada ley 71 de 1988, en lo que tiene que ver con: edad, tiempo de servicios o cotizados y monto de la prestación. 
El comentado reconocimiento se accederá a partir del 1º de marzo de 2007 –calenda del retiro del sistema (fl. 87). 
X- En cuanto al reconocimiento de intereses de que trata el artículo 141 de la ley 100 de 1993, se observa que a tono con este precepto en caso de mora en el pago de las mesadas pensionales de que trata el citado estatuto de la seguridad social, la entidad correspondiente reconocerá y pagará al pensionado, sobre el importe de la obligación, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento en que se efectué el pago, lo que en principio ha hecho decir a la jurisprudencia patria que sólo las pensiones que se enmarcan en la comentada Ley de la seguridad social, son objeto de los intereses de que se vienen tratando.

No obstante, un repaso general a esa ley y a sus decretos reglamentarios, se afirma en el artículo 40 del decreto 692 de 1994, que:

“A partir del 1º de abril de 1994, se entienden incorporados al Sistema General de Pensiones los pensionados trabajadores del sector privado y del sector público”. 
Pese a que su redacción no es la más afortunada, es entendido que a lo que se ha querido referir el autor del decreto es a las pensiones, dado que en el párrafo siguiente, aludió sin vacilación alguna al pensionado cuyo derecho había adquirido con antelación al 1º de abril de 1993, en los siguientes términos: 
“Igualmente se entienden incorporados al Sistema General de Pensiones, especialmente para los efectos del reajuste previsto en el artículo siguiente, a los pensionados a quienes se les reconoció la pensión con anterioridad al 1º de abril de 1994. No se entienden incorporados los pensionados de los regímenes excluidos en la ley 100 de 1993”. 
De tal suerte, que tanto los pensionados antes como después de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, se hallan incorporados al sistema general de pensiones diseñado por ésta, sin importar que se trate del sector privado o del público, salvo los sometidos a los regimenes exceptuados de la misma ley 100, por ende, los intereses de que trata el artículo 141 de la nueva ley de la seguridad social se extiende a los acogidos por el régimen de transición, en virtud de haberse incorporado sus pensiones al sistema general de pensiones de la ley 100 de 1993.    

Tales intereses correrán a partir del vencimiento del plazo de gracia concedida al organismo de seguridad social para resolver la petición de pensión, esto es 4 meses
, por consiguiente, los mismos correrán después del 1o de Julio de 2007.  
XI- En consecuencia, se revocará la sentencia conocida en el grado jurisdiccional de Consulta, en su lugar, se concederá la pensión deprecada con intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993.
Costas en esta sede no se impondrán dado el carácter con que se conoció el asunto, las de primera serán de cargo de la accionada y en pro de la demandante.
DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley,

FALLA:
REVOCA la sentencia conocida en grado jurisdiccional de Consulta. En consecuencia:
1. CONDENA al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES al reconocimiento de la pensión de jubilación en pro de la señora MARIA LISSIE URIBE CARVAJAL, a partir del 1º de Marzo de 2007, de acuerdo con el monto que resulte de la aplicación de la ley 71 de 1988 y su decreto reglamentario 2709 de 1994.
2. CONDENA al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES al reconocimiento y pago de los intereses de que trata el artículo 141 de la ley 100 de 1993, a favor de MARIA LISSIE URIBE CARVAJAL a partir del 1º de Julio de 2007 y hasta que se satisfaga la obligación principal.
3. Sin Condena en Costas en esta instancia, las de primera serán de cargo del  INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN      JORGE ALBERTO DÍAZ CADAVID
     SALVA VOTO PARCIALMENTE



CONJUEZ
CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE
Secretaria
� sentencia del 7 de febrero de 2002, radicación 16891.


� Tales pronunciamientos fueron reiterados en sentencias del 24 de febrero de 2005 y del 31 de mayo de 2006, radicadas bajo los números: 24067 y 23773.


� M.P. Carlos Isaac Náder, sentencia del 15 de Agosto de 2006, radicación No. 29210, Revista J y D., Legis No. 419 p. 1944.


� Como quiera que URIBE CARVAJAL, no fue afiliada al ISS desde la época en  que comenzó la vigencia de los seguros sociales, en fecha cercana a ella, o en todo caso con anterioridad  a la ley 100 de 1993 y se hallaba afiliada cuando entró en vigencia la ley 100.


� C.S.J. Sala Casación Laboral,sentencia del 15 de Agosoto de 2006 ya citada.


� Así lo asentó el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria, especialidad laboral, entre otros en la sentencia 36024 de 2009.
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